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Exp: Q24/715/03 

Sra. Alcaldesa-Presidenta del 
Ayuntamiento de Tamarite de Litera  
Envío electrónico, destino ud. / ofic.: 
L01222258 / O00019300 

ASUNTO: Sugerencia relativa al impago de facturas por la prestación de 

servicios deportivos para el Ayuntamiento 

I.-ANTECEDENTES 

PRIMERO.- El día 9 de mayo de 2024 tuvo entrada en esta Institución una 

queja relativa al impago de facturas por la prestación de servicios deportivos 

para el Ayuntamiento Tamarite de Litera. En la misma el interesado relató lo 

siguiente: 

«PRIMERO.- El abajo firmante, el Sr. (...), en calidad de administrador de (...), 

concertó con el Ayuntamiento de Tamarite de Litera, ya en el año 2018, un 

contrato de prestación de servicios deportivos para el ayuntamiento que le fue 

adjudicado de forma verbal y directa, por el propio alcalde, en ese momento, y que 

ha consistido en la organización de todo tipo de actividades deportivas para los 

vecinos del ayuntamiento con la denominación de Servicio Municipal de Deportes 

del Ayuntamiento de Tamarite de Litera. El Ayuntamiento ha ¡do liquidando las 

facturas presentadas desde 2018 hasta diciembre de 2022, habiendo quedado 

impagadas las facturas presentadas a intervención del periodo de enero 2023 a 

mayo 2023. 

La nueva alcaldesa surgida de las elecciones de mayo de 2023 se ha negado 

reiteradamente por activa y por pasiva a realizar el pago de esas facturas a pesar 

de ser un hecho incontrovertido, la real, efectiva y correcta prestación de los 
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servicios deportivos encargados por el ayuntamiento de esa localidad y prestados 

por nuestra empresa. 

SEGUNDO.- El abajo firmante, en representación de la entidad mercantil (...), 

presentó las correspondientes facturas a través del Punto General de Entrada de 

Facturas Electrónicas (FACE), en tiempo y forma, tal y como se puede verificar 

con el Justificante de registro que se adjuntan. Factura 46 de 31.01.2023 importe 

4356,00€. 

TERCERO.- Que el apartado 4 del artículo 198 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 

de Contratos del Sector Público señala lo siguiente: “La Administración tendrá la 

obligación de abonar el precio dentro de los treinta días siguientes a la fecha de 

aprobación de las certificaciones de obra o de los documentos que acrediten la 

conformidad con lo dispuesto en el contrato de los bienes entregados o servicios 

prestados, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 4 del artículo 210, y si se 

demorase, deberá abonar al contratista, a partir del cumplimiento de dicho plazo 

de treinta días los intereses de demora y la indemnización por los costes de cobro 

en los términos previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se 

establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. 

Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo de intereses, 

el contratista deberá haber cumplido la obligación de presentar la factura ante el 

registro administrativo correspondiente en los términos establecidos en la 

normativa vigente sobre factura electrónica, en tiempo y forma, en el plazo de 

treinta días desde la fecha de entrega efectiva de las mercancías o la prestación 

del servicio”. 

CUARTO.- Que, como puede fácilmente comprobarse, han transcurrido más de 

treinta días desde que se registraron las facturas (en algunas más de 1 año) desde 

la presentación de la factura número 46, y reconocida la obligación, sin que esta 

haya sido satisfecha. 

QUINTO.- Los intereses de demora ascienden (tomando como base 3600 euros de 

base imponible) hasta la fecha de hoy a 693,45 euros, conforme a la siguiente 

liquidación: 

Por tanto, la cantidad debida asciende a un TOTAL de 22473,45€ euros, que se 

desglosa en: 

- Base imponible factura num.46: 3600 euros. 

- Intereses: 161,77 euros (cantidad que deberá actualizarse hasta su completo 

pago). “IVA. Exención en virtud de lo dispuesto en el artículo 20, apartado uno, 

número 18°, letra c) Ley 37/1992". 

- IVA: 756 euros. 
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- Base imponible factura num.57: 3600 euros. 

- Intereses: 150,55 euros (cantidad que deberá actualizarse hasta su completo 

pago). “IVA. Exención en virtud de lo dispuesto en el artículo 20, apartado uno, 

número 18°, letra c) Ley 37/1992" - IVA: 756 euros. 

- Base imponible factura num.84: 3600 euros. 

- Intereses: 139,33 euros (cantidad que deberá actualizarse hasta su completo 

pago). “IVA. Exención en virtud de lo dispuesto en el artículo 20, apartado uno, 

número 18°, letra c) Ley 37/1992". 

- IVA: 756 euros. 

- Base imponible factura num.100: 3600 euros. 

- Intereses: 126,91 euros (cantidad que deberá actualizarse hasta su completo 

pago). “IVA. Exención en virtud de lo dispuesto en el artículo 20, apartado uno, 

número 18°, letra c) Ley 37/1992". 

- IVA: 756 euros. 

- Base imponible factura num.116: 3600 euros. 

- Intereses: 114,89 euros (cantidad que deberá actualizarse hasta su completo 

pago). “IVA. Exención en virtud de lo dispuesto en el artículo 20, apartado uno, 

número 18°, letra c) Ley 37/1992". 

- IVA: 756 euros. 

Total, importe pendiente: 22473,45 euros.» 

SEGUNDO.- A la vista de la queja presentada, se acordó admitirla, 

efectuando la oportuna asignación del expediente para su instrucción. Con tal 

objeto, se envió con fecha 23 de mayo de 2024, un escrito al Ayuntamiento de 

Tamarite de Litera recabando información acerca de la cuestión planteada. 

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

PRIMERA.- La cuestión objeto de la queja es el impago por parte del 

Ayuntamiento de Tamarite de Litera, de las facturas correspondientes a la 

prestación del servicio de organización de actividades deportivas para  dicho 

Ayuntamiento, en el periodo comprendido entre enero 2023 a mayo 2023 
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(ambos inclusive), mediante contrato adjudicado, según se indica, de forma 

verbal y directa por el Alcalde en el año 2018. 

Se aporta justificante de registro de las facturas en el Punto General de 

Entrada de Facturas Electrónicas (FACE). 

A pesar de la falta de respuesta municipal (s.e.u.o), y con todas las salvedades 

necesarias, se considera oportuno efectuar alguna consideración sobre la 

contratación verbal para su valoración por parte de la Corporación, por si 

fuera aplicable esta situación. 

SEGUNDA.- El art. 133.4 de la Constitución Española dispone que las 

Administraciones Públicas solo podrán contraer obligaciones financieras y 

realizar gastos de acuerdo con las leyes. 

Por su parte, el art. 116 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, que regula el expediente de contratación: iniciación y 

contenido, establece lo siguiente: 

«1. La celebración de contratos por parte de las Administraciones Públicas 

requerirá la previa tramitación del correspondiente expediente, que se iniciará 

por el órgano de contratación motivando la necesidad del contrato en los términos 

previstos en el artículo 28 de esta Ley y que deberá ser publicado en el perfil de 

contratante. En aquellos contratos cuya ejecución requiera de la cesión de datos 

por parte de entidades del sector público al contratista, el órgano de contratación 

en todo caso deberá especificar en el expediente de contratación cuál será la 

finalidad del tratamiento de los datos que vayan a ser cedidos.  

2. El expediente deberá referirse a la totalidad del objeto del contrato, sinperjuicio 

de lo previsto en el apartado 7 del artículo 99 para los contratos adjudicados 

por lotes. 

3. Al expediente se incorporarán el pliego de cláusulas administrativas 

particulares y el de prescripciones técnicas que hayan de regir el contrato. En el 

caso de que el procedimiento elegido para adjudicar el contrato sea el de diálogo 

competitivo regulado en la subsección 5.ª, de la Sección 2.ª, del Capítulo I, del 

Título I, del Libro II, los pliegos de cláusulas administrativas y de prescripciones 

técnicas serán sustituidos por el documento descriptivo a que hace referencia el 

apartado 1 del artículo 174. En el caso de procedimientos para adjudicar los 

contratos basados en acuerdos marco invitando a una nueva licitación a las 

empresas parte del mismo, regulados en el artículo 221.4, los pliegos de 
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cláusulas administrativas y de prescripciones técnicas serán sustituidos por el 

documento de licitación a que hace referencia el artículo 221.5 último párrafo. 

Asimismo, deberá incorporarse el certificado de existencia de crédito o, en el 

caso de entidades del sector público estatal con presupuesto estimativo, 

documento equivalente que acredite la existencia de financiación, y la 

fiscalización previa de la intervención, en su caso, en los términos previstos en 

la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. 

4. En el expediente se justificará adecuadamente: 

a) La elección del procedimiento de licitación.  

b) La clasificación que se exija a los participantes.  

c) Los criterios de solvencia técnica o profesional, y económica y financiera, y los 

criterios que se tendrán en consideración para adjudicar el contrato, así como 

las condiciones especiales de ejecución del mismo. 

d) El valor estimado del contrato con una indicación de todos los conceptos que lo 

integran, incluyendo siempre los costes laborales si existiesen. 

e) La necesidad de la Administración a la que se pretende dar satisfacción 

mediante la contratación de las prestaciones correspondientes; y su relación 

con el objeto del contrato, que deberá ser directa, clara y proporcional.  

f) En los contratos de servicios, el informe de insuficiencia de medios.  

g) La decisión de no dividir en lotes el objeto del contrato, en su caso.  

5. Si la financiación del contrato ha de realizarse con aportaciones de distinta 

procedencia, aunque se trate de órganos de una misma Administración pública, se 

tramitará un solo expediente por el órgano de contratación al que corresponda la 

adjudicación del contrato, debiendo acreditarse en aquel la plena disponibilidad 

de todas las aportaciones y determinarse el orden de su abono, con inclusión de 

una garantía para su efectividad».  

Completado el expediente, tal y como se recoge en el art. 117 de la Ley 9/2017, 

de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, «se dictará resolución 

motivada por el órgano de contratación aprobando el mismo y disponiendo la 

apertura del procedimiento de adjudicación. Dicha resolución implicará también 

la aprobación del gasto, salvo en el supuesto excepcional de que el presupuesto no 

hubiera podido ser establecido previamente, o que las normas de desconcentración 

o el acto de delegación hubiesen establecido lo contrario, en cuyo caso deberá 

recabarse la aprobación del órgano competente. Esta resolución deberá ser objeto 

de publicación en el perfil de contratante.  Los expedientes de contratación podrán 
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ultimarse incluso con la adjudicación y formalización del correspondiente 

contrato, aun cuando su ejecución, ya se realice en una o en varias anualidades, 

deba iniciarse en el ejercicio siguiente. A estos efectos podrán comprometerse 

créditos con las limitaciones que se determinen en las normas presupuestarias de 

las distintas Administraciones Públicas sujetas a esta Ley».  

De ello, podemos deducir que la tramitación del expediente de contratación 

exige la emisión de un informe del órgano de contratación, justificando de 

manera motivada la necesidad del contrato, la incorporación de un certificado 

de existencia de crédito, la aprobación del expediente de contratación con 

aprobación del gasto, la apertura de procedimiento de adjudicación, la 

adjudicación y la formalización del contrato. 

TERCERA.- El llamado  «contrato verbal»  se produce cuanto la 

Administración encarga de palabra a un tercero (proveedor) la ejecución de 

una prestación, sin expediente de contratación y sin contrato formalizado por 

escrito. 

 

Como ha sido tradicional en la legislación contractual y así se recoge en el art. 

37 de la  Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público «las 

entidades del sector público no podrán contratar verbalmente, salvo que el 

contrato tenga, conforme a lo señalado en el artículo 120.1, carácter de 

emergencia». Es decir, salvo lo previsto para la contratación de emergencia, el 

carácter formal de la contratación administrativa impide, prohíbe, la 

contratación verbal.  

 

La inexistencia de contrato supone, en principio, un vicio de nulidad de pleno 

derecho dada la remisión que realiza el art. 39.1 de la Ley 9/2017, de 8 de 

noviembre, de Contratos del Sector Público a la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 

cuyo art. 41.1.e) señala que «son nulos de pleno derecho los actos dictados 

prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido o 

de las normas que contienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad 

de los órganos colegiados», a los que se equipara la inexistencia del propio acto. 

Ahora bien, que el contrato no exista desde el plano jurídico, que no sea válido 

desde el principio y, por tanto, no haya despegado efectos, sino que despliegue 

una mera apariencia de validez, no es obstáculo para reconocer el derecho de 

la contraprestación ejecutada de buena fe. 
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Es el propio Consejo de Estado en su Dictamen de 26 de enero de 2023, quien 

aborda esta cuestión, haciéndose eco de las diferentes posturas existentes: 

- por una parte, la de la «revisión de oficio» de los actos o decisiones que dieron 

lugar a la prestación de dichos servicios sin la necesaria cobertura 

contractual, invocando la causa de nulidad relativa a la «ausencia total y 

absoluta del procedimiento legalmente establecido». 

- Otra, la de la «responsabilidad patrimonial» de las Administraciones públicas 

al amparo de los arts 32 y ss de la Ley 40/2015 de 1 de octubre, de Régimen 

Jurídico del Sector Público, conectando el pago de la compensación debida 

con un mal funcionamiento del servicio público que se evidenciaría  en la 

vulneración del principio de licitación pública. 

- Y por último, la vía del enriquecimiento injusto. 

CUARTA.- Más allá de este supuesto, la jurisprudencia y los informes de los 

diversos órganos consultivos muestran que, en la práctica de nuestro sector 

público, se recurre con más frecuencia de lo debido la contratación verbal.  

Para justificar el pago a los contratistas se ha acudido a la doctrina del 

enriquecimiento injusto, que ha sido tratada por nuestra jurisprudencia de 

forma reiterada. Así la posición del Tribunal Supremo viene recogida en la 

STS de 17 de octubre de 2023, en la que, sin citarlo en forma expresa, se está 

refiriendo al principio de confianza legítima como título legitimador de la 

indemnización a abonar por enriquecimiento injusto.  

Y así, concluye que: «mantenemos el criterio de que es posible acudir a la doctrina 

del enriquecimiento injusto o sin causa para el pago de facturas por servicios en 

los casos de contratación irregular o no permitida, como la contratación verbal, 

siempre que concurran los requisitos citados en los fundamentos de derecho 

anteriores, a los que nos remitimos, y que, en síntesis, consisten en la ganancia de 

uno, el correlativo empobrecimiento de otro, un nexo de causalidad entre ambas 

situaciones y al ausencia de causas justificada, exigencias a las que suma el 

requisito de singular importancia de la ausencia de mala fe en los términos antes 

expresados, es decir, es preciso que el desequilibrio esté constituido por 

prestaciones del particular que son se deban a su propia iniciativa ni revelen una 

voluntad maliciosa del mismo, sino que tengan su origen en hechos, dimanantes 

de la Administración pública, que hayan general razonablemente en ese particular 
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la creencia de que le incumbía un deber de colaboración con dicha 

Administración». 

En ese mismo sentido se pronuncia la Sentencia del Tribunal Superior de 

Justicia de Extremadura de 20 de septiembre de 2015, manifestado que «el 

enriquecimiento sin causa viene a corregir situaciones de total desequilibrio, en 

relaciones que, carentes de ropaje jurídico, materialmente han existido 

produciendo beneficios concretos en una de las partes, a costa de la otra. Con ello 

se originan unos efectos sin causa —enriquecimiento y empobrecimiento— al no 

venir respalda dos por las formas exigidas en el régimen administrativo. Mas 

estos efectos, sin causa, por la forma, se convierten en determinantes de la causa 

que los corrige y repara».  

También llega a afirmar que «el desequilibrio ha de estar constituido por 

prestaciones del particular que no se deban a su propia iniciativa ni revelen una 

voluntad maliciosa del mismo, sino que tengan su origen en hechos, dimanantes 

de la Administración pública, que hayan generado razonablemente en ese 

particular la creencia de que le incumbía un deber de colaboración con dicha 

Administración». Y concluye: «sin perjuicio de la eventual responsabilidad de las 

autoridades y funcionarios de un Ayuntamiento que contrató de forma ilegal unas 

obras de pavimentación, se ha aceptado que deberían ser pagadas para no 

producir enriquecimiento injusto del Ayuntamiento, contrario a la justicia 

distributiva y a la necesidad de restablecerla, a lo que está obligado este Tribunal».  

En consecuencia, se sugiere a la Administración que valore la posible 

compensación al promotor de la queja de los servicios prestados (si 

procediere), previa la tramitación del expediente legalmente establecido, 

teniendo, en cuenta, en todo caso, el derecho de todo contratista a percibir el 

precio de acuerdo con lo dispuesto en el art. 198 de la Ley de Contratos del 

Sector Público y normativa concordante. 

III.- RESOLUCIÓN 

Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio 

de las facultades que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, 

de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, he resuelto SUGERIR al 

Ayuntamiento de Tamarite de Litera que valore la posibilidad de que, previa 

la tramitación del procedimiento legalmente establecido, y tras las 
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comprobaciones pertinentes, se proceda al abono de los servicios realizados 

por la promotora de la queja. 

Se recuerda la obligación de auxiliar a esta Institución en su investigaciones, 

conforme a los establecido en el art. 19 de la referida Ley 4/1985. 

Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior 

a un mes me comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, 

en este último supuesto, las razones en que funde su negativa. 

En Zaragoza, a 27 de marzo de 2025 

 
Concepción Gimeno Gracia 

Justicia de Aragón 


